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SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
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Radicación núm.:

05001 2315 000 2009 00571 01
Demandante:
FERNANDO ANTONIO FUENTES PERDOMO Y OTRA.
Se decide el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia de 24 de septiembre de 2010, proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia que denegó las pretensiones de la demanda de nulidad
 instaurada contra el artículo 3° del Decreto núm. 1306 de 14 de agosto de 2007 “Mediante el cual se establecen los horarios de funcionamiento de los establecimientos de comercio y se regula el procedimiento para la autorización de la extensión o reducción de horarios para los mismos”, expedido por el Alcalde de Medellín, y la Resolución núm. 090 de 27 de febrero de 2009 “Por medio de la cual se toman algunas disposiciones referentes a la reducción de horario de funcionamiento de los establecimientos abiertos al público que se describen en el artículo 1 del Decreto 1306 de 2007”, expedida por el Secretario de Gobierno del Municipio de Medellín.
I.- LA DEMANDA

1.- Pretensiones
Los ciudadanos FERNANDO ANTONIO FUENTES PERDOMO y MARIANELLA DUQUE OCAMPO, en ejercicio de la acción prevista en el artículo 84 del Código Contencioso Administrativo, solicitaron, en el capítulo de la demanda que se denominó “LO QUE SE DEMANDA Y LO QUE SE PIDE”
, la nulidad del artículo 3° del Decreto núm. 1306 de 14 de agosto de 2007 “Mediante el cual se establecen los horarios de funcionamiento de los establecimientos de comercio y se regula el procedimiento para la autorización de la extensión o reducción de horarios para los mismos”, expedido por el Alcalde de Medellín, y de la expresión “establecimientos” contenida en el artículo primero de la Resolución núm. 090 de 27 de febrero de 2009 “Por medio de la cual se toman algunas disposiciones referentes a la reducción de horario de funcionamiento de los establecimientos abiertos al público que se describen en el artículo 1 del Decreto 1306 de 2007”, expedida por el Secretario de Gobierno del Municipio de Medellín.
2.- Hechos

Se mencionan como tales que el alcalde de Medellín, en uso del poder que le otorga la función de policía que le es propia, expidió el Decreto Municipal núm. 1306 de 14 de agosto del 2007 “Mediante el cual se establecen los horarios de funcionamiento de los establecimientos de comercio y se regula el procedimiento para la autorización de la extensión o reducción de horarios para los mismos”, el cual, en su artículo 1º, señala el horario de funcionamiento de “…los establecimientos abiertos al público a que se refieren los artículos 205 y 206 de la Ordenanza 18 de 2002 ...”; en su artículo 3°, delega “...en el Secretario de Gobierno la facultad de ampliar o reducir los horarios establecidos en el presente Decreto”;  y, en su artículo 7°, indica los fundamentos para la reducción del horario de funcionamiento, precisando en el parágrafo de dicho artículo que “para la emisión de los conceptos favorables a la reducción de horarios, se procederá conforme a lo dispuesto por el artículo 6 del presente decreto en forma oficiosa o a petición de parte”.
Que una vez establecido por el alcalde municipal, mediante reglamento de policía local, el horario de funcionamiento de los establecimientos de comercio abiertos al público y, en especial, de los establecimientos donde se expendan bebidas alcohólicas, con fundamento en los artículos 315, numeral 2 de la C.P. y 91 de la Ley 136 de 1994 -tal como se afirma en el Decreto Municipal 1306 de 2007-, la reducción o ampliación de dichos horarios sólo podía hacerse a través de la expedición de otro acto administrativo o reglamentación de igual jerarquía, o sea, mediante la expedición, por esta misma autoridad, de otro reglamento de policía local, pues se trata de una función que no es delegable.
Que a pesar de encontrarse vigente en la municipalidad un reglamento de policía local que regula el horario de funcionamiento de los establecimientos de comercio abiertos al público indicados en los artículos 205 y 206 del Código de Convivencia Ciudadana para el Departamento de Antioquia (Ordenanza 018 de 2002), como lo es el Decreto Municipal 1306 de 2007,  el Secretario de Gobierno del Municipio de Medellín expidió el reglamento de policía local contenido en la Resolución núm. 090 de 27 de febrero de 2009 “Por medio de la cual se toman algunas disposiciones referentes a la reducción de horario de funcionamiento de los establecimientos abiertos al público que se describen en el artículo 1 del Decreto 1306 de 2007”, según se expresa en su propio texto, “en virtud de la delegación conferida por el señor Alcalde del Municipio de Medellín, mediante Decreto 1306 de agosto 14 de 2007 y, de conformidad con las disposiciones contenidas en el artículo 111 del Decreto Ley 1355 de 1970, la Ley 136 de 1994 y, el artículo 339 de la Ordenanza 23 del 15 de diciembre de 2004...”, restringiendo, mediante un ordenamiento de menor jerarquía jurídica que el mencionado Decreto, el horario de funcionamiento no sólo de los establecimientos anteriormente mencionados, sino el de todo tipo de establecimiento, sean estos abiertos al público o privados, tal como se aprecia en su artículo primero, disposición ésta que resulta ineficaz e inaplicable existiendo vigente el artículo 1º del referido Decreto Municipal 1306 de 2007, de mayor jerarquía jurídica que el anterior, y que regula el horario de funcionamiento de los establecimientos de comercio abiertos al público en el Municipio de Medellín.
Que las consideraciones que tuvo el mencionado servidor público para expedir la precitada Resolución y que le sirven de sustento a la misma, son las siguientes: “A. Que el Alcalde de Medellín mediante Decreto Municipal 1306 de agosto 14 de 2007, delegó en el Secretario de Gobierno la facultad para ampliar y reducir los horarios de funcionamiento de establecimientos de comercio abiertos al público de manera puntual (...). // Que conforme lo dispone el artículo 7 del Decreto 1306 de 2007, la necesidad manifiesta para conjurar problemas de orden público, serán el fundamento para la reducción de los horarios en forma individual o colectiva según sea el caso. // Que en Consejo de Seguridad Municipal celebrado el 25 de febrero de 2009, el Brigadier General Dagoberto García Cáceres, solicitó de forma expresa la reducción de horarios de funcionamiento de establecimientos de comercio abiertos al público en zonas específicas del Municipio”; y que de dichas consideraciones se observa que la citada Resolución es todo un reglamento de policía local, entendiendo por reglamento “...todo acto administrativo que contenga disposiciones generales, abstractas e impersonales, en desarrollo de la ley, o de normas de superior jerarquía al mismo, precisando las circunstancias de tiempo, modo, lugar, etc., necesarias para su debida aplicación”
.

Que al expedir la Resolución núm. 090 de 27 de febrero de 2009 no se siguió el procedimiento indicado en el Decreto Municipal 1306 de 2007 ni se emitió el concepto sobre el particular por los Comités Locales de Gobierno de las respectivas comunas (artículos 6º y 7º del citado Decreto), lo que constituye una vulneración del debido proceso.
Que en la mencionada Resolución tampoco se indican las “zonas específicas” de la municipalidad en donde el señor Brigadier General García Cáceres, Comandante de la Policía Metropolitana del Valle de Aburrá, solicitó la reducción del horario de funcionamiento de los establecimientos de comercio abiertos al público por la necesidad manifiesta de “conjurar problemas de orden público”, por lo que la reducción del horario, en las zonas que allí se indican, más bien obedece al capricho y a la voluntad del Secretario de Gobierno de Medellín y no a unos verdaderos problemas de orden público, que las estadísticas sobre el asunto muestran como inexistentes; además, la parte motiva de la precitada Resolución se refiere a la reducción del horario de funcionamiento de los establecimientos de comercio abiertos al público, mientras que en su parte motiva termina reduciendoel horario a todos los establecimientos, incluyendo a los privados.

Y que la Ordenanza núm. 23 de 15 de diciembre de 2004 expedida por la Asamblea Departamental de Antioquia no tiene un artículo 339, ya que sólo consta de cuatro artículos, por lo cual, la invocación de aquél como parte de las disposiciones que fundamentan la Resolución núm. 090 de 27 de febrero de 2009 constituye una falsa motivación de dicho acto administrativo.
3.- Normas violadas y concepto de la violación
La parte actora invocó como vulneradas las siguientes disposiciones: i) por el artículo 3° del Decreto 1306 del 14 de agosto de 2007, expedido por el alcalde de Medellín, los artículos 6 y 315 numeral 2 de la Constitución Política; 9, 39 y 111 del Decreto-Ley 1355 de 1970 (Código Nacional de Policía); 91, literal B de la Ley 136 de 1994; 11 de la Ley 489 de 1998; y 208 del Código de Convivencia Ciudadana para el Departamento de Antioquia (Ordenanza núm. 018 de 2002); y ii) por la expresión demandada de la Resolución 090 del 27 de febrero de 2009, expedida por el Secretario de Gobierno del Municipio de Medellín, los artículos 1, 2, 6, 13, 25, 26, 28, 29, 38, 52, 121, 315 numeral 2 y 333 de la Constitución Política; 1, 6, 7, 9, 72, 73, 74, 78 y 111 del Decreto-Ley 1355 de 1970 (Código Nacional de Policía); y 91, literal B, numeral 2, literales c y e, de la Ley 136 de 1994.

Al explicar el concepto de violación, en relación con la primera norma acusada, precisó que por mandato constitucional (artículo 315, numeral 2), el alcalde es la primera autoridad de policía del municipio y, como tal, tiene la atribución de conservar el orden público en el mismo; que, en concordancia con lo anterior, la Ley 136 de 1994, en su artículo 91, literal B, dispuso que es al alcalde a quien compete para el mantenimiento del orden público o su restablecimiento, de conformidad con la ley, restringir o prohibir el expendio y consumo de bebidas embriagantes y dictar, dentro del área de su competencia, los reglamentos de policía local necesarios para el cumplimiento de las normas superiores, conforme al artículo 9° del Decreto 1355 de 1970; y que conforme al artículo 111 del Código Nacional de Policía los reglamentos de policía local podrán señalar zonas y fijar horarios para el funcionamiento de establecimientos donde se expendan bebidas alcohólicas.
Estimó, en ese orden, que la función o atribución de dictar Reglamentos de Policía Local, corresponde única y exclusivamente al alcalde municipal o distrital, por mandato constitucional (artículo 315, numeral 2) y legal (artículos 91 de la Ley 136 de 1994 y 111 del Código Nacional de Policía), sin que pueda desprenderse de la misma que su ejercicio sea viable por vía de delegación, por ser ésta inherente a su condición de primera autoridad de policía en el municipio y como tal responsable de conservar el orden público en éste, tal como lo precisa la Ley 489 de 1998, en su artículo 11 al señalar que “...no podrán transferirse mediante delegación: 1. La expedición de reglamentos de carácter general, salvo en los casos expresamente autorizados por la ley”, ni “3. Las funciones que por su naturaleza o por mandato constitucional o legal no son susceptibles de delegación”.

Consideró, por lo anterior, que la norma que se demanda del Decreto Municipal núm. 1306 de 14 de agosto de 2007 trasgrede el artículo 11 de la Ley 489 de 1998, así como los artículos 315 numeral 2 de la Constitución Política, 91 literal B de la Ley 136 de 1994 y 111 del Decreto-Ley 1355 de 1970.
Afirmó, de otra parte, refiriéndose a la Resolución núm. 090 de 27 de febrero de 2009, que el Secretario de Gobierno del Municipio de Medellín la profirió sin tener la competencia constitucional ni legal para expedir reglamentaciones en el orden local relacionadas con el orden público, dado que dicha atribución, de conformidad con los artículos 315 numeral 2 de la Constitución Política, 111 del Decreto-Ley 1355 de 1970 y 91 literal B de la Ley 136 de 1994, corresponde única y exclusivamente al alcalde municipal.
Subrayó, igualmente, que el Secretario de Gobierno del Municipio de Medellín, sin tener competencia para ello, al “reducir el horario de funcionamiento de los establecimientos ubicados en las zonas del Municipio...” de Medellín que allí se describen, mediante un Reglamento de Policía Local (Resolución 090 de febrero 27 de 2009), reguló y limitó el horario de funcionamiento no solo de los establecimientos de comercio abiertos al público, sino también de los establecimientos de carácter privado, sobrepasando incluso las competencias constitucionales y legales asignadas al alcalde municipal para expedir este tipo de reglamentaciones para la conservación del orden público, atentando contra disposiciones de rango constitucional y legal protectoras de la libertad, la propiedad, el domicilio y la intimidad.
Anotó, en efecto, que el principio constitucional de que “los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes” (artículo 6°), que se traduce en el derecho que tienen todas las personas para desplegar y desarrollar su libertad y autonomía sin permiso especial alguno de la autoridad y sin mayor limitación que las que le impongan la Constitución y la Ley, se encuentra vulnerado por la resolución en mención, dado que se entromete indebida e ilegalmente en la actividad que se desarrolla en recintos privados, incluso reputados como domicilio; que la expresión demandada de la Resolución 090 de 27 de febrero de 2009 permite que las autoridades de policía penetren a los establecimientos privados, contrariando el precepto contenido en el artículo 28 Superior, como si se tratara de cualquier establecimiento de comercio abierto al público, bajo el pretexto de hacer control al orden público, haciendo nugatorio el derecho constitucional fundamental a la inviolabilidad del domicilio; que como  toda medida de policía está encaminada a preservar el orden público y afecta libertades y derechos, debe estar sometida al principio de estricta legalidad, encontrando limitación allí donde comienzan las relaciones estrictamente privadas; y que el aparte acusado de la Resolución 090 de 27 de febrero  de 2009, al reducir el horario de funcionamiento “de los establecimientos” reglamentó también la actividad ciudadana que se desarrolla dentro del ámbito de lo privado, excediendo la competencia del alcalde municipal prevista en el artículo 7° del Código Nacional de Policía.
Señaló que el Código Nacional de Policía le impone a la Policía la obligación de amparar “...en todo momento la inviolabilidad de domicilio y de sitio no abierto al público, con el fin de garantizar a sus moradores la protección a la intimidad a que tienen derecho” e indicó lo que para efectos de ese estatuto se entiende por “domicilio” (artículos 72 y 74), para precisar que cuando el artículo 111 ibídem prescribe que “Los reglamentos de policía local podrán señalar zonas y fijar horarios para el funcionamiento de los establecimientos donde se expendan bebidas alcohólicas”, dicha facultad debe interpretarse en concordancia con los precitados artículos 7º  y 74, en el sentido de que el señalamiento de zonas y la fijación de horarios en los establecimientos a que se refiere dicha norma tiene como límite que sea lugar público o abierto al público o de modo que trascienda de lo privado, razón por la cual “no puede, entonces, la autoridad de policía reglamentar la actividad en un lugar privado, como aquellos a los que se refiere el artículo 74 citado cuando define el domicilio, a menos que se afirme, a priori, que la actividad que allí se desarrolla trasciende siempre de lo privado, lo que no correspondería a la realidad, pues tal eventualidad tendría carácter excepcional y no podría, en consecuencia, tomarse como la base para una reglamentación general. La actividad desarrollada en el ámbito de lo privado no es susceptible de reglamentación policiva, a menos que trascienda de lo privado, como sucedería, a manera de ejemplo, cuando en una reunión social privada se coloca un aparato de sonido a tal volumen que produce molestias en la tranquilidad de los vecinos (...)”.

Advirtió que, no obstante ello, el Secretario de Gobierno del municipio de Medellín, usurpando las atribuciones del mandatario local y excediéndose en ellas, expidió la Resolución 090 de febrero 27 de 2009, reglamentando la actividad que se desarrolla en el ámbito de lo privado y trasgrediendo el orden jurídico legal que regula la materia.
Estimó, en ese orden, que como la Constitución ni la Ley le establecen a los Secretarios de Gobierno la facultad de dictar Reglamentos de Policía Local, como lo hizo el del municipio de Medellín al expedir la resolución acusada, es claro que ésta fue proferida sin competencia, lo cual desconoce lo preceptuado en el artículo 121 de la C.P., conforme al cual “Ninguna autoridad del Estado podrá ejercer funciones distintas de las que le atribuyen la Constitución y la ley”.
Indicó, además, que como fundamento de la Resolución 090 de 2009 se señala en sus considerandos que el Comandante de la Policía Metropolitana del Valle de Aburrá, en la reunión del Consejo de Seguridad Municipal celebrada el día 25 de febrero de 2009, “...solicitó de manera expresa la reducción de horarios de funcionamiento de establecimientos de comercio abiertos al público en zonas específicas del Municipio”, pero en la parte resolutiva, en su artículo primero, se observa que la mencionada Resolución restringió no solo el horario de funcionamiento de los establecimientos de comercio abiertos al público (como era el objeto de la misma), sino que reguló y restringió el horario de funcionamiento de todos “los establecimientos", es decir, de todo tipo de establecimientos (incluyendo los privados), lo cual, sin hesitación alguna, es una falsa motivación del acto administrativo.
Concluyó, por ende, que el aparte que se demanda de la Resolución 090 de febrero 27 de 2009 trasgrede de manera ostensible los artículos 7°, 74° y 111° del Código Nacional de Policía, puesto que existen establecimientos privados que no constituyen lugar público o abierto al público cobijados por la norma contenida en el artículo primero del mencionado acto, que no están sujetos a reglamentación policial alguna mientras su actividad no trascienda de lo privado.
II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA
El municipio de Medellín contestó en tiempo la demanda y se opuso a sus pretensiones, invocando las siguientes razones en defensa de la legalidad de los actos acusados:
Señaló que el municipio de Medellín expidió el Decreto Municipal núm. 1306 de 2007 “Mediante el cual se establecen los horarios de funcionamiento de los establecimientos de comercio y se regula el procedimiento para la autorización de la extensión o reducción de horarios para los mismos”, con fundamento en las facultades conferidas al ente municipal en la Constitución Política (artículo 315 núm. 1 y 2), la Ley 136 de 1994, la Ley 489 de 1998, y la Ordenanza 18 de 2002, que constituye el Código de Convivencia Ciudadana (adicionada y modificada por la Ordenanza 23 de 2004); que el citado acto dispone de manera general el horario de funcionamiento de los establecimientos abiertos al público y establece los eventos en que se excepciona la aplicación de aquellos horarios en virtud de la extensión o reducción del horario, de conformidad con el procedimiento previamente establecido en el mismo decreto; y que la extensión del horario, de conformidad con el procedimiento definido en los artículos 2° y siguientes del Decreto Municipal 1306 de 2007, en modo alguno comporta la expedición de un nuevo reglamento de carácter general, sino que corresponde a un verdadero permiso o autorización, el cual, por definición, no puede equiparase a una norma de carácter general, impersonal y abstracta. 
Precisó, de otro lado, que los sectores relacionados en el artículo primero de la Resolución 090 de 27 de febrero de 2009 se encuentran catalogados,  según lo establecido en el Plan de Ordenamiento Territorial del Municipio de Medellín -Acuerdo 46 de 2006- y demás normas concordantes sobre la materia, como “centralidades barriales”, las cuales para efectos de su tratamiento se asimilan a las zonas residenciales; que al tenor del artículo 1º del Decreto Municipal 1306 de 2007, el horario de funcionamiento de los establecimientos de comercio con venta y consumo, con venta y sin consumo y con consumo y sin venta de bebidas alcohólicas en zonas residenciales, se establece de manera general hasta las doce de la noche; y que la decisión contenida en la resolución atacada en modo alguno comporta una modificación del reglamento general, sino la pérdida de la vigencia del permiso de extensión del horario, de modo tal que los establecimientos ubicados en las centralidades barriales relacionados en dicho acto deben ejercer  su actividad en las condiciones establecidas de manera general en el reglamento, disminuyéndose así un beneficio concedido de manera especial y particular.
Destacó que en ninguno de los numerales del artículo 315 de la Constitución Política se señala que sea potestativa [exclusiva] del alcalde municipal la atribución de dictar reglamentos de policía local.
Reiteró que en uso de las facultades constitucionales y legales (artículos 315 de la C.P.; 111 del Decreto 1355 de 1970; y 91 literal B de la Ley 136 de 1994), el alcalde de Medellín expidió el Decreto 1306 de 2007, por medio del cual se establecieron los horarios de funcionamiento de los establecimientos de comercio y se reguló el procedimiento para la autorización o reducción de horarios para los mismos; que según el artículo 1º de este decreto, los establecimientos con venta y consumo de licor tienen un horario de funcionamiento de 10:00 a.m. a 2:00 a.m.; que, conforme al artículo 3º ibídem, se facultó al Secretario de Gobierno Municipal para “ampliar o reducir” tales horarios; y que la Secretaría de Gobierno ha venido interviniendo en los diferentes sectores donde se ubican esos establecimientos adoptando medidas para preservar el orden público, entre ellas, la consistente en suspender los permisos de extensión de horarios en aquellas zonas donde el problema de violencia se hacía más palpable.
Estimó que si el decreto expedido por el alcalde municipal tiene sustento constitucional y legal, la delegación en cabeza del Secretario de Gobierno está ajustada a derecho y, en consecuencia, con base en ese decreto que goza de la presunción de legalidad, dicho funcionario  puede actuar de conformidad con las funciones delegadas.

Advirtió que la Ordenanza 23 de 2004, por medio de la cual se adiciona y modifica la Ordenanza 018 de 2002, dispuso en su artículo 339 A que le corresponde a los alcaldes municipales la función de adoptar los reglamentos de policía locales.
Consideró, por las razones anteriores, que son claras las motivaciones constitucionales y legales que condujeron a la expedición de los actos acusados, de modo tal que no puede prosperar el cargo de falsa motivación.
Finalmente, propuso las excepciones de indebida escogencia de la acción y de inepta demanda, en consideración, respectivamente, a que: i) el acto atacado comporta un verdadero acto administrativo de carácter individual o particular, para cuyo control el Código Contencioso Administrativo instituyó la acción de nulidad y restablecimiento del derecho; y ii) el Decreto 1307 de 2007 y la Resolución 090 de 2009 se expidieron con fundamento en varios actos administrativos proferidos con antelación por el municipio de Medellín, los cuales junto con aquellos conforman un acto complejo, de suerte que debieron demandarse también.
III.- ALEGATOS DE CONCLUSIÓN Y EL CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO
El municipio de Medellín reiteró en esta oportunidad los argumentos de defensa esgrimidos al momento de contestar la demanda, a los que agregó que el Decreto 1306 de 2007 fue expedido con fundamento en las facultades constitucionales y legales atribuidas al ente municipal, y en especial acorde con lo dispuesto en el artículo 339 A de la Ordenanza 018 de 2002, y que la Secretaría de Gobierno del Municipio de Medellín, en virtud de la delegación conferida por el señor alcalde mediante el Decreto 1306 de 2007, expidió la Resolución 090 de 2009, en virtud de la cual se suspende la vigencia de los permisos de extensión delhorario de funcionamiento para los establecimientos abiertos al público ubicados en las comunas 1, 4, 6, 7 y 10 de la ciudad, ante la necesidad de mantener el orden público interno, decisión ésta que se fundó en la solicitud que en tal sentido elevara el Brigadier General de la Policía en el Consejo de Seguridad celebrado en la ciudad de Medellín el 25 de febrero de aquella misma anualidad.

La parte actora guardó silencio en esta etapa del proceso.

El Ministerio Público no emitió concepto de fondo.
V.- LA SENTENCIA RECURRIDA
El Tribunal Administrativo de Antioquia en sentencia de 24 de septiembre de 2010 declaró no probadas las excepciones formuladas por el municipio de Medellín y denegó las súplicas de la demanda, de conformidad con las siguientes consideraciones:
Señaló, en relación con las excepciones: i) que no existe indebida escogencia de la acción, como quiera que las decisiones demandadas son actos administrativos de contenido general y abstracto, en cuanto no hacen referencia a caso particular alguno, ni adoptan una decisión sobre una situación jurídica de carácter particular y concreto de una persona determinada individualmente; y ii) y que no es procedente en este caso exigir la impugnación de una actuación administrativa completa, pues el actor está facultado para demandar la legalidad del acto que a su criterio trasgreda el ordenamiento jurídico vigente y, además, se está ante la impugnación de un acto de carácter general, frente al cual el operador jurídico no debe determinar si el mismo le causa al demandante un perjuicio particular.

Precisó, en cuanto al asunto de fondo, que en el presente caso el centro de la controversia se encamina a dilucidar si el alcalde municipal, siendo el competente para adoptar la medida de imponer límite al horario de funcionamiento de los establecimientos de comercio abiertos al público, puede delegar o no esta facultad en su Secretario de Gobierno.
Anotó que el artículo 2º de la C.P. atribuye inequívocamente a los alcaldes municipales, como autoridad de la República a nivel local, la facultad para adoptar las medidas necesarias para garantizar la seguridad ciudadana y la protección de los derechos y libertades públicas; que en armonía con ese precepto, el artículo 39 del Código Nacional de Policía consagra que los Alcaldes, como agentes del Gobernador, son jefes de policía en el municipio, y el artículo  170 del Código de Policía de Antioquia faculta a los alcaldes para reducir los horarios de funcionamiento de los establecimientos de esparcimiento público y venta de licores, entre otros, por razones de orden público o tranquilidad ciudadana; que conforme al artículo 91, literal B, numeral 2, de la ley 136 de 1994, es función de los alcaldes, en relación con el orden público, dictar para el mantenimiento del orden público o su restablecimiento -si fuera del caso- medidas tales como restringir o prohibir el expendio y consumo de bebidas embriagantes; y que el Código Nacional de Policía en el artículo 111, establece que los reglamentos de policía local podrán señalar zonas y fijar horarios para el funcionamiento de establecimientos donde se expendan bebidas alcohólicas.
Subrayó que de lo anterior se puede inferir que el alcalde municipal, al ser el jefe de policía a nivel municipal, está ampliamente facultado para adoptar todas y cada una de las medidas que estime necesarias para preservar tanto el orden público como el bienestar general del ente territorial, siempre que no impliquen vulneración de los derechos y garantías del conglomerado social, y que precisamente, amparado en las disposiciones antes citadas, el alcalde del municipio de Medellín profirió el Decreto núm. 1306 de agosto 14 de 2007, en cuyo artículo 1º reguló el horario de funcionamiento de los establecimientos abiertos al público a que se refieren los artículos 205 y 206 de la Ordenanza 018 de 2002.

Anotó, respecto de la delegación, que es uno de los medios establecidos en el Estado de Derecho para el adecuado ejercicio de la función administrativa (artículos 209 y 211 de la C.P.); que tratándose del alcalde municipal, la Ley 136 de 1994 reguló dicha figura determinando de manera precisa en su artículo 92 las funciones delegables y los funcionarios en los cuales el primer mandatario municipal puede delegarlas; y que, en concordancia con esta atribución, el artículo 9º de la Ley 489 de 1998 prevé que las autoridades administrativas, de conformidad con lo dispuesto en la Constitución Política, podrán mediante acto de delegación transferir el ejercicio de funciones a sus colaboradores o a otras autoridades con funciones afines o complementarias. 
Afirmó, con fundamento en lo anterior, que la delegación hecha por el mandatario local en el artículo 3° del Decreto 1306 de 2007 no resulta contraria a ninguna disposición constitucional ni legal, como quiera que lo delegado en el Secretario de Gobierno Municipal no fue la facultad de fijar los horarios de funcionamiento de los establecimientos públicos, ya que ésta al ser una atribución propia del alcalde fue precisamente desarrollada por él en el artículo 2º ibídem, sino que lo delegado fue la posibilidad de ampliar o reducir esos horarios con observancia a los parámetros también fijados por el mandatario local. 
Indicó que en ese orden fue que el Secretario de Gobierno del municipio de Medellín, amparado en la facultad conferida por el alcalde municipal en el artículo 3° del Decreto 1603 de 2007, expidió la Resolución núm. 090 de 27 de febrero de 2009 “Por medio de la cual se toman algunas disposiciones referentes a la reducción de horario de funcionamiento de los establecimientos abiertos al público que se describen en el artículo 1 del Decreto 1306 de 2007”, en cuyo artículo 1° expresamente dispuso: “Reducir el horario de funcionamiento de los establecimientos ubicados en las zonas del Municipio que se describen a continuación, hasta la (1:00) de la mañana a partir de la vigencia de esta Resolución y hasta el 21 de abril del presente año, por las razones expuestas en la parte motiva de la presente providencia”.
Sobre el cuestionamiento acerca de que mientras en el Decreto 1306 de 2007 se hace relación a los establecimientos de comercio abiertos al público, en la Resolución 090 de 2009 sólo se utilizó la expresión “establecimientos”, lo cual daría a entender que se refiere tanto a los públicos como a los privados, precisó que el mismo corresponde a una errónea interpretación de los demandantes, quienes fraccionaron el contenido del acto administrativo, desconociendo que éste constituye un todo que debe ser analizado en su integridad.
Destacó que la expresión “establecimientos” a que alude el artículo 1° de la Resolución 090 de febrero 27 de 2009 está referida a los establecimientos de comercio abiertos al público, según surge de la interpretación sistemática de este acto administrativo, esto es, atendiendo a la parte considerativa como a la resolutiva del mismo.
Concluyó, entonces, que la Resolución proferida por la Secretaría de Gobierno guarda absoluta concordancia con el Decreto expedido por el alcalde municipal.
Con respecto a la falta de motivación, dijo que si bien el artículo 35 del Código Contencioso Administrativo prevé la necesidad de motivar siquiera sumariamente los actos administrativos, dicha exigencia se refiere a los actos administrativos que ponen fin a una actuación administrativa de las que regula la primera parte de ese código, cuando afectan a particulares, y no a actos que, como el acusado, es un acto administrativo de carácter general, expedido en ejercicio de la facultad reglamentaria, para cuya expedición no se debe cumplir ese requisito. No obstante – advirtió – el decreto tiene la motivación requerida, como es la indicación de sus fundamentos de derecho, que es lo pertinente en los decretos reglamentarios.
VI.- EL RECURSO DE APELACION
La parte actora apeló oportunamente el fallo proferido por el Tribunal Administrativo de Antioquia, solicitando su revocatoria con sustento en las siguientes razones:
Afirmó que la facultad o atribución de dictar reglamentos de policía local para fijar horarios de funcionamiento de establecimientos donde se expendan bebidas alcohólicas, por ser un asunto relacionado con la preservación del orden público, es propia, exclusiva e inherente al alcalde municipal o distrital, por ser la primera autoridad de policía del municipio y responsable de la conservación del orden público en el mismo, y le deviene por mandato constitucional (artículo 315, numeral 2) y porque, en concordancia con lo anterior, los literales c) y e) del numeral 2° del Literal B del artículo 91 de la Ley 136 de 1994, prescriben, respectivamente, que es al alcalde a quien compete, para el mantenimiento del orden público o su restablecimiento, restringir o prohibir el expendio y consumo de bebidas embriagantes, y dictar, dentro del área de su competencia, los reglamentos de policía local necesarios para el cumplimiento de las normas superiores, conforme al artículo 9° del Decreto 1355 de 1970 y demás disposiciones que lo modifiquen o adicionen, respectivamente, y el artículo 111 del Código Nacional de Policía establece que los reglamentos de policía local podrán señalar zonas y fijar horarios para el funcionamiento de establecimiento donde se expendan bebidas alcohólicas.

Estimó que por ello el Tribunal afirmó que “...amparado en las disposiciones antes citadas, el Señor Alcalde del municipio de Medellín, profirió el Decreto No. 1306 de agosto 14 de 2007...”.
Consideró que como la competencia de fijar horarios para el funcionamiento de los establecimientos de comercio donde se expendan bebidas alcohólicas y la de restringir o prohibir el expendio y consumo de bebidas embriagantes es una atribución propia de los alcaldes municipales y Distritales (en especial, en virtud de los literales c) y e) del numeral 2° del Literal B del artículo 91 de la Ley 136 de 1994 y del artículo 111 del Decreto-Ley 1355 de 1970), no queda ninguna duda que dicha facultad comprende también la posibilidad de ampliar o reducir dichos horarios, ya que cuando se amplían o reducen los horarios de funcionamiento de los establecimientos de comercio donde se expenden bebidas alcohólicas, lo que hace la autoridad de policía es fijar el horario para su funcionamiento, conforme lo establece el artículo 111 del Código Nacional de Policía, lo cual es atribución exclusiva del alcalde como primera autoridad de policía en el municipio y responsable de la preservación del orden público en él.

Afirmó que no tiene sentido ni fundamento jurídico alguno lo afirmado en el fallo que se impugna de que a pesar que la facultad de fijar los horarios de funcionamiento de los establecimientos públicos es “...una atribución propia del alcalde...”, lo delegado en el Secretario de Gobierno no fue esta facultad, sino “...la posibilidad de ampliar o reducir esos horarios...”, toda vez que  ampliar o reducir dichos horarios hace parte de las atribuciones propias del mandatario municipal asignadas por el artículo 111 del Decreto-Ley 1355 de 1970 o Código Nacional de Policía, en tanto “...este artículo autoriza que mediante el reglamento se establezcan prohibiciones o límites, tanto en lo que concierne a lugares como a horarios” (Consejo de Estado, Sentencia del 10 de febrero de 2000, Radicado No. 5725, C.P. Dr. Juan Alberto Polo Figueroa) y, porque la facultad de reducir (restringir) el expendio y consumo de bebidas embriagantes se encuentra reservada por la ley a los alcaldes (literal c) del numeral 2° del Literal B del artículo 91 de la Ley 136 de 1994).

Reiteró, en ese orden, que si la atribución de fijar, de ampliar o reducir los horarios de funcionamiento de los establecimientos de comercio abiertos al público a través del reglamento es una atribución propia del alcalde, resulta jurídicamente lógico y ajustado a derecho que una vez establecido por dicho mandatario esos horarios de funcionamiento mediante reglamento de policía local (Decreto 1306 de 2007 en este caso particular), sea esta misma autoridad pública policial quien en uso de las atribuciones legales que le son propias e inherentes los amplié o reduzca mediante la expedición de otro reglamento de esa naturaleza (acto administrativo de igual jerarquía jurídica), puesto que, insiste, la facultad que tienen los alcaldes de fijar horarios de funcionamiento de estos establecimientos, a través de tales reglamentos, también comprende la de ampliarlos o reducirlos.

Destacó, así mismo, que de acuerdo con el numeral 1 del artículo 11 de la Ley 489 de 1998 no podrá transferirse mediante delegación “la expedición de reglamentos de carácter general, salvo en los casos expresamente autorizados por la ley”, y que por ello el alcalde de Medellín no podía delegar en su Secretario de Gobierno la facultad de expedir reglamentos de carácter general, como en efecto lo hizo a través del artículo 3° del Decreto Municipal 1306 de 2007, facultando a dicho funcionario para ampliar o reducir los horarios de funcionamiento de los establecimientos de comercio abiertos al público, lo que le permitió expedir la Resolución núm. 090 de 27 de febrero de 2009, que es todo un Reglamento de Policía Local, de carácter general y abstracto, como lo reconociera el Tribunal Administrativo de Antioquia en la sentencia que se impugna.

Advirtió también, que como la facultad de fijar horarios para el funcionamiento de establecimientos de comercio abiertos al público donde se expendan bebidas alcohólicas (incluyendo la reducción o ampliación) y la de restringir o prohibir el expendio y consumo de bebidas embriagantes mediante la expedición de Reglamentos de Policía Local, son funciones que por su naturaleza están establecidas para la conservación del orden público, son inherentes única y exclusivamente al mandatario municipal o distrital (alcalde), por mandato constitucional (artículo 315, numeral 2) y legal (artículos 111 del Decreto-Ley 1355 de 1970 y 91 literal B numeral 2, inciso c) de la Ley 136 de 1994), tampoco son susceptibles de delegación alguna, en los términos del numeral 3 del artículo 11 de la Ley 489 de 1998, conforme al cual “…no podrán transferiré mediante delegación … las funciones que por su naturaleza o por mandato constitucional o legal no son susceptibles de delegación”.
Insistió, en ese orden, en que el Secretario de Gobierno del Municipio de Medellín expidió la Resolución 090 del 27 de febrero de 2009 (Reglamento de Policía Local), sin tener la competencia legal ni constitucional para ello, en tanto no está revestido del poder o función de policía para expedir este tipo de actos administrativos de contenido general y abstracto (Reglamento) que fijen horarios de funcionamiento de los establecimientos donde se expenden bebidas alcohólicas para la conservación del orden público,  siendo claro que las normas que se invocaron en dicho acto no le entregan ninguna facultad para el asunto en cuestión, ya que ésta es exclusiva del alcalde y no es susceptible de delegación.

Anotó, además, que se está restringiendo a través de un acto administrativo de menor jerarquía jurídica que el citado Decreto (como lo es la mencionada Resolución), el horario de funcionamiento no sólo de los establecimientos de comercio abiertos al público descritos en el artículo 1° de Decreto Municipal 1306 de 2007, sino de todos “los establecimientos” ubicados en las zonas del Municipio de Medellín descritas en su artículo primero, incluyendo los establecimientos privados reputados como domicilio en los términos del artículo 74 del Código Nacional de Policía, sobrepasando incluso las competencias constitucionales y legales asignadas al señor alcalde para expedir este tipo de reglamentaciones, atentando de esta manera contra disposiciones de rango constitucional y legal protectoras de la libertad, la propiedad, el domicilio y la intimidad. A este respecto, reiteró los motivos de censura que expuso en la demanda, los que solicitó tener en cuenta en la segunda instancia.
Por último, afirmó que en la demanda se acusa a la Resolución 090 de 27 de febrero de 2009 de “falsa motivación” y no de “falta de motivación” como equivocadamente lo dice el a quo; que la Ordenanza 23 de 15 de diciembre de 2004 expedida por la Asamblea Departamental de Antioquia no tiene un artículo 339, ya que sólo consta de cuatro artículos; que no es cierto lo señalado en el literal D de la parte considerativa de este acto, en el sentido “Que en el Consejo de Seguridad Municipal celebrado el 25 de .febrero de 2009 en las instalaciones de la Alcaldía de Medellín, el Brigadier General Dagoberto García Cáceres [Comandante de la Policía Metropolitana del Valle de Aburra en ese entonces] solicitó de forma expresa la reducción de horarios de funcionamiento de establecimientos de comercio abiertos al público en zonas específicas del Municipio”, puesto que lo solicitado por este funcionario en la mencionada reunión fue “el cierre de establecimientos de comercio”, tal como se observa en el Acta de la citada reunión y como lo corroboró la Asesora Jurídica de la Policía Metropolitana del Valle de Aburrá en el oficio 328/ASJUR-MEVAL​3.5.1.34.9-20.1 de fecha 1° de marzo de 2010, al afirmar que “...por parte de la Policía Metropolitana si se solicitó el cierre de establecimientos de comercio, pero no se enfatizó en el horario, ni en las zonas específicas para tal medida”; y que por lo anterior, es claro que la resolución demandada se encuentra falsamente motivada.
IV.- ALEGATOS DE SEGUNDA INSTANCIA Y

CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO
En esta etapa procesal tanto las partes como el Agente del Ministerio Público guardaron silencio.

V.- LA DECISION
No observándose causal de nulidad que invalide lo actuado, se procede a resolver el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de los demandantes, previas las siguientes:
CONSIDERACIONES

1.- Los actos administrativos acusados. 
Aunque, como se precisó previamente, en el capítulo de pretensiones de la demanda se solicita por la parte actora la nulidad del artículo 3° del Decreto núm. 1306 de 14 de agosto de 2007 “Mediante el cual se establecen los horarios de funcionamiento de los establecimientos de comercio y se regula el procedimiento para la autorización de la extensión o reducción de horarios para los mismos”, expedido por el Alcalde de Medellín, y de la expresión “establecimientos” contenida en el artículo primero de la  Resolución núm. 090 de 27 de febrero de 2009 “Por medio de la cual se toman algunas disposiciones referentes a la reducción de horario de funcionamiento de los establecimientos abiertos al público que se describen en el artículo 1 del Decreto 1306 de 2007”, expedida por el Secretario de Gobierno del Municipio de Medellín, interpreta la Sala, a partir de las acusaciones que se formulan en la demanda, que lo que se pretende frente a este último acto es su nulidad en forma integral y no solo la del citado aparte normativo.  
El tenor literal de los actos acusados es el siguiente:

i) 



 “DECRETO NÚMERO 1306 DE 2007

(Agosto 14)

“Mediante el cual se establecen los horarios de funcionamiento de los establecimientos de comercio y se regula el procedimiento para la autorización de la extensión o reducción de horarios para los mismos”.

EL ALCALDE DE MEDELLIN,

En uso de las facultades legales y constitucionales, en especial las conferidas en los numerales 1º y 2º del Artículo 315 de la Constitución Política, las Leyes 136 de 1994 y 489 de 1998, la Ordenanza 18 de 2002, el Acuerdo 46 de 2006, y demás normas complementarias y vigentes, y
DECRETA
Artículo 1. Horarios. Los establecimientos abiertos al público a que se refieren los artículos 205 y 206 de la Ordenanza 18 de 2002 funcionarán con el siguiente horario.
a) Con venta y con consumo de bebidas alcohólicas como grilles, discotecas, estaderos, restaurantes, cafés, cantinas, bares, heladerías, tabernas y casinos, podrán funcionar de 10 a.m. a 2 a.m. del día siguiente.
b) Con venta y sin consumo de bebidas alcohólicas, como graneros o tiendas, supermercados, salsamentarias, distribuidoras de bebidas alcohólicas o estanquillos, cigarrerías y charcuterías, podrán funcionar de 5 a.m. a 12 p.m.

c) Sin venta y sin consumo de bebidas alcohólicas, como cafeterías, panaderías, ventas de helado, restaurantes de comidas rápidas, repostería, pizzería, podrán funcionar 24 horas. Los locales de juego podrán funcionar de las 10 a.m. a las 12 p.m. Las discotecas de menores podrán funcionar de 5 p m. a 12 p.m. y las salas de juegos para menores podrán funcionar de 2 p.m. a 10 p.m.
d) Sin venta y con consumo de bebidas alcohólicas tales como salones de juego localizados o casinos, salones de recepciones y fiestas sociales, podrán funcionar de 10 a m. a 2 a.m. del día siguiente.
e) Los demás establecimientos de comercio que no se encuentren descritos en los literales anteriores, podrán funcionar 24 horas.
f) En las zonas residenciales los horarios de funcionamiento para los establecimientos de comercio con venta, con consumo, con venta y sin consumo, con consumo y sin venta de bebidas alcohólicas serán hasta las 12 p.m.
g) Las ventas estacionarias podrán funcionar de 10 a.m. a 2 a.m. del día siguiente y su horario se podrá extender según lo estipulado en el presente decreto, siempre y cuando hagan parte de los programas de la Subsecretaría de Defensa del Espacio Público. En zona residencia/ funcionarán hasta las 12 p.m.
h) Los ocales o expendios ubicados en plazas de mercado funcionarán de acuerdo al horario que se establezca en su reglamento interno, sin que se autorice el funcionamiento de los establecimientos con venta de bebidas alcohólicas más allá de las 10 p.m.
[…]

Artículo 3. Competencia. Deléguese en el Secretario de Gobierno la facultad de ampliar o reducir los horarios establecidos en el presente Decreto.
[…]” (El artículo 3º, subrayado, es la norma acusada de este decreto)
ii)                                           “RESOLUCIÓN NÚMERO 090 DE 2009

         (Febrero 27)

Por medio de la cual se toman algunas disposiciones referentes a la reducción de horario de funcionamiento de los establecimientos abiertos al público que se describen en el artículo 1 del Decreto 1306 de 2007.
EL SECRETARIO DE GOBIERNO DEL MUNICIPIO DE MEDELLIN

En virtud de la delegación conferida por el señor Alcalde del Municipio de Medellín, mediante Decreto 1306 de agosto 14 de 2007 y, de conformidad con las disposiciones contenidas en el artículo 111 del Decreto Ley 1355 de 1970, la Ley 136 de 1994 y, el artículo 339 de la Ordenanza 23 del 15 de diciembre de 2004 y,
CONSIDERANDO

A. Que el Alcalde de Medellín mediante Decreto Municipal 1306 de agosto 14 de 2007, delegó en el Secretario de Gobierno la facultad para ampliar y reducir los horarios de funcionamiento de establecimientos de comercio abiertos al público de manera puntual, atendiendo a las funciones asignadas a dicha dependencia de acuerdo con la estructura administrativa del ente local.

B. Que mediante resoluciones número 072, 073, 074 y 075 de febrero 20 de 2009, se concedió ampliación de horario de funcionamiento para ciertos establecimientos de comercio abiertos al público con venta y consumo de licor ubicados en la comuna uno.
C. Que conforme lo dispone el artículo 7 del Decreto 1306 de 2007, la necesidad manifiesta para conjurar problemas de orden público, serán el fundamento para la reducción de los horarios en forma individual o colectiva según sea el caso.

D. Que en Consejo de Seguridad Municipal celebrado el 25 de febrero de 2009 en las instalaciones de la Alcaldía de Medellín, el Brigadier General Dagoberto García Cáceres solicitó de forma expresa la reducción de horarios de funcionamiento de establecimientos de comercio abiertos al público en zonas específicas del Municipio.
[…]
RESUELVE

ARTICULO PRIMERO. Reducir el horario de funcionamiento de los establecimientos ubicados en las zonas del Municipio que se describen a continuación, hasta la (1:00) de la mañana a partir de la vigencia de esta Resolución y hasta el 21 de abril del presente año, por las razones expuestas en la parte motiva de la presente providencia. Dichas zonas son:

- Comuna 1:

- de la carrera 36 a la carrera 39 entre calles 95 a la calle 101

- de la carrera 29 a la carrera 32 entre calle 110 a la calle 121

- de la carrera 30 a la carrera 34 entre la calle 102 B a la calle 107 A

- de la carrera 42 B entre la calle 104a la calle 121

- de la carrera 39 a la carrera 42 entre la' calle 95 a la 96

- Comuna 4:
- de la carrera 48 A a la carrera 49 entre calles 71 a la calle 79

- Comuna 6:

- de la carrera 82 FF a la carrera 84 A entre calle 101 CD a la calle 101 DD.

- Comuna 7:
- de la carrera 67 a la carrera 71 entre calle 71 a la calle 75.

- Comuna 10:
- de la carrera 48 a la carrera 56 entre calle 51 a la calle 58.

ARTICULO TERCERO. Aquellos establecimientos de comercio abiertos al público que no se encuentren ubicados en las zonas descritas en el artículo primero de la presente Resolución, conservarán los horarios de funcionamiento anteriormente establecidos de acuerdo al Decreto 1306 de 2007 o a partir de las Resoluciones o permisos provisionales dados.

ARTÍCULO CUARTO. Esta decisión rige a partir de la fecha de expedición.”

2.- El problema jurídico a resolver

Como la presente instancia se encuentra rigurosamente delimitada por los términos de la impugnación presentada por el apelante, la Sala se ocupará de establecer si deben anularse los actos acusados, en razón a que, como lo aduce la parte actora, la facultad para extender o reducir el horario de funcionamiento de los establecimientos abiertos al público donde se expenden bebidas alcohólicas se encuentra implícita en la función del alcalde municipal de Medellín para fijar dicho horario, y ésta es una facultad que legalmente no es delegable en el Secretario de Gobierno Municipal, y a que la reducción del horario de los “establecimientos” dispuesta en el acto que profirió este último funcionario desconoce las normas superiores invocadas en la demanda, y es además una decisión falsamente motivada.
3.- Análisis de fondo
3.1 Contenido de los cargos formulados contra los actos demandados. Orden de resolución de los mismos e implicaciones de la prosperidad de la acusación contra el artículo 3º del Decreto municipal 1306 de 2007.
Se traen como motivos de inconformidad ante esta instancia, en esencia, las mismas acusaciones que se formularon en la demanda contra el artículo 3º del Decreto 1307 de 2007, expedido por el Alcalde Municipal de Medellín, y la Resolución 090 de 2009, expedida por el Secretario de Gobierno de Medellín. 
En resumen, se cuestiona la legalidad del artículo 3º del Decreto municipal 1306 de 2007, bajo la consideración de que lo dispuesto en él vulnera normas superiores contenidas en los artículos 315 numeral 2 de la Constitución Política, 91 literal B de la Ley 136 de 1994, 111 del Decreto-Ley 1355 de 1970, y 11 de la Ley 489 de 1998, por cuanto la función asignada al Alcalde Municipal para fijar el horario de funcionamiento de los establecimientos abiertos al público donde se expenden bebidas alcohólicas, dentro de la cual, a su juicio, se subsume la de extender o reducir dicho horario, es indelegable. 
Por su parte, los reproches contra la Resolución 090 de 2009 se concretan, de un lado, en la falta de competencia de la autoridad que la expidió, cargo que tiene como sustento la violación de las normas superiores antes invocadas, según las cuales la competencia para fijar (reducir o ampliar) el horario de funcionamiento de los establecimientos abiertos al público donde se expenden bebidas alcohólicas, es exclusiva del Alcalde Municipal, y de otro, en la falsa motivación, por cuanto la Ordenanza núm. 23 de 15 de diciembre de 2004, expedida por la Asamblea Departamental de Antioquia, invocada como fundamento de esta resolución, no tiene un artículo 339, como en este acto se dice, y porque no es cierto lo señalado en el literal D de su parte considerativa, en el sentido de: “Que en el Consejo de Seguridad Municipal celebrado el 25 de .febrero de 2009 en las instalaciones de la Alcaldía de Medellín, el Brigadier General Dagoberto García Cáceres [Comandante de la Policía Metropolitana del Valle de Aburra en ese entonces] solicitó de forma expresa la reducción de horarios de funcionamiento de establecimientos de comercio abiertos al público en zonas específicas del Municipio”, puesto que lo solicitado por este funcionario en la mencionada reunión fue “el cierre de establecimientos de comercio” .
Por razones de orden metodológico la Sala examinará inicialmente la acusación formulada contra el Decreto municipal 1306 de 2007, advirtiendo desde ahora que su prosperidad determinará a su turno la del cargo de falta de competencia que se alega contra la Resolución núm. 090 de 2009. En efecto, si se llega a la conclusión de que la facultad de fijar el horario de funcionamiento de los establecimientos abiertos al público donde se expenden bebidas alcohólicas, es exclusiva del Alcalde Municipal y no es objeto de delegación, y que en ella se subsume la facultad de extender o reducir tal horario, es evidente que debe prosperar el cargo de falta de competencia que se endilga a la Resolución 090 de 2009, como quiera que ésta no fue proferida por dicha autoridad sino por el Secretario de Gobierno de Medellín.

La anterior constatación a su vez tornará innecesario, por sustracción de materia, el análisis de la otra censura que se formula contra el mencionado acto administrativo.
Contrario sensu, la no prosperidad del cargo formulado contra el Decreto 1306 de 1997, implicará a su turno la del cargo de falta de competencia alegado contra la Resolución 090 de 2009 y supondrá, por ende, el examen de las demás acusaciones aducidas contra dicho acto.

3.2 La facultad del Alcalde Municipal de fijar el horario de funcionamiento de los establecimientos donde se expenden bebidas alcohólicas en el marco de la función de policía que le es propia. Contenido y alcance.
El fundamento normativo de la facultad del Alcalde Municipal para señalar zonas y fijar el horario de funcionamiento de los establecimientos donde se expenden bebidas alcohólicas se encuentra contenido principalmente en los artículos 315 numeral 2 de la Constitución Política, 91 Literal B) de la Ley 136 de 1994 y 111 del Decreto 1355 de 1970.
En efecto, establece el artículo 315 numeral2 Superior que corresponde al alcalde como primera autoridad de policía del municipio conservar el orden público en el mismo, de conformidad con la ley y las instrucciones y órdenes que reciba del Presidente de la República y del respectivo gobernador.
En armonía con esta disposición constitucional, la Ley 136 de 1994 prevé en su artículo 91 que los alcaldes ejercerán las funciones que les asigna la Constitución, la ley, las ordenanzas, los acuerdos y las que le fueren delegadas por el Presidente de la República o gobernador respectivo, y que además de tales funciones tendrá, entre otras, en relación con el orden público, según el literal B), las siguientes: “1. Conservar el orden público en el municipio, de conformidad con la ley y las instrucciones del Presidente de la República y del respectivo gobernador. La Policía Nacional cumplirá con prontitud y diligencia las órdenes que le imparta el alcalde por conducto del respectivo comandante” y “2. Dictar para el mantenimiento del orden público o su restablecimiento de conformidad con la ley, si fuera del caso, medidas tales como: […] c) Restringir o prohibir el expendio y consumo de bebidas embriagantes
; […] e) Dictar dentro del área de su competencia, los reglamentos de policía local necesarios para el cumplimiento de las normas superiores, conforme al artículo 9º del Decreto 1355 de 1970
 y demás disposiciones que lo modifiquen o adicionen. […]”.
Igualmente, en concordancia con lo anterior, se tiene que conforme al artículo 111 del Decreto 1355 de 1970 -Por el cual se dictan normas sobre Policía- “Los reglamentos de policía local podrán señalar zonas y fijar horarios para el funcionamiento de establecimientos donde se expendan bebidas alcohólicas” (subrayas de la Sala).
Esta última disposición legal fue objeto de examen de constitucionalidad por la Corte Constitucional, la cual en la sentencia C-366 de 1996
 la encontró ajustada al ordenamiento jurídico superior.

El cargo de inconstitucionalidad que se formuló en la demanda objeto del citado fallo se sustentó fundamentalmente en que la norma acusada [artículo 111 del Decreto 1355 de 1970] otorgó al alcalde municipal un poder de policía que constitucionalmente solo ostentan el Congreso de la República y  las Asambleas Departamentales, desconociendo que en dicha autoridad recaen solamente las responsabilidades propias de la función de policía.
A efectos de resolver dicha acusación, la Corte Constitucional estimó necesario hacer la siguiente distinción entre los conceptos de poder y función de policía:
“En líneas muy generales, según la doctrina nacional, el poder de policía es una de las manifestaciones asociadas al vocablo policía, que se caracteriza por su  naturaleza puramente normativa, y por la facultad legítima de regulación de la libertad con actos de carácter general e impersonal
, y con fines de convivencia social, en ámbitos ordinarios y dentro de los términos de la salubridad, moralidad, seguridad y tranquilidad públicas que lo componen. 

Esta facultad que permite limitar en general el ámbito de las libertades públicas en su relación con estos términos, generalmente se encuentra en cabeza del Congreso de la República, en donde es pleno, extenso y preciso, obviamente ajustado a la Constitución, y, excepcionalmente, también en los términos de la Carta Política está radicado en autoridades administrativas a las cuales se les asigna un poder de policía subsidiario
 o residual como en el caso de la competencia de las asambleas departamentales para expedir disposiciones complementarias a las previstas en la ley.

De otra parte, la función de policía implica la atribución y el ejercicio de competencias concretas asignadas de ordinario y  mediante el ejercicio del poder de policía a las autoridades administrativas de policía; en últimas, esta es la gestión administrativa en la que se concreta el poder de policía y debe ser ejercida dentro de los marcos generales impuestos por la ley en el orden nacional
. Su ejercicio compete exclusivamente al Presidente de la República, a nivel nacional, según el artículo 189-4 de la Carta, y en las entidades territoriales a los gobernadores y los alcaldes quienes ejercen la función de policía (arts. 303 y 315-2 C.P.), dentro del marco constitucional, legal y reglamentario.

En síntesis, en el ejercicio del poder de policía y a través de la ley y del reglamento superior se delimitan derechos constitucionales de manera general y abstracta y se establecen las reglas legales que permiten su específica y concreta limitación para garantizar los elementos que  componen la noción de orden público  policivo, mientras que a través de la función de policía se hacen cumplir jurídicamente y a través de actos administrativos concretos, las disposiciones establecidas en las hipótesis legales, en virtud del ejercicio del poder de policía.” (subrayas originales)
A la luz de las citadas consideraciones, la Corte desestimó la prosperidad del cargo propuesto en la demanda, en el entendimiento que “el artículo 111 del Decreto Ley No. 1355 de 1970, no cede, traslada o delega a los alcaldes  municipales  las atribuciones constitucionales que hacen parte del poder de policía que corresponde al Congreso y a las asambleas departamentales, como lo afirma el demandante” y que “[e]n el caso de la disposición acusada se trata de la atribución legal de competencias jurídicas concretas que permiten el ejercicio de la función de policía, propia de esa clase de autoridad administrativa en el orden local, en circunstancias y ámbitos previamente definidos y dentro de las limitaciones y delimitaciones legales de las libertades públicas relacionadas con los citados elementos del orden público policivo, que  sirven a la autoridad de policía  para cumplir sus funciones en esta materia como responsable del orden público local.”

Explicó seguidamente dicha Corporación lo siguiente:
“Ciertamente, la normatividad que se autoriza expedir al Alcalde Municipal en virtud de la disposición acusada, no comporta la generalidad y abstracción características del ejercicio del poder de policía, pues se trata de la prescripción de unas determinadas normas de conducta, predicados de un tipo específico de actividad y dentro de un ámbito local de vigencia, como es el horario de funcionamiento de unos establecimientos abiertos al público, aplicable a un concreto sector geográfico local; estas disposiciones son aplicables, además, a los usuarios de aquellos establecimientos, ubicados en el municipio respectivo, en los cuales se expenden bebidas alcohólicas en razón de la limitación de los mencionados elementos.

Por otro lado, esta competencia se establece en la ley bajo la denominación de reglamentos de policía local, y a través de ellos es posible que se establezcan especificidades que den lugar al tratamiento diferenciado entre los establecimientos señalados, como en los ejemplos que a continuación se citan, pero en todo caso, exigen una definición general y reglamentaria en el municipio, así:

La definición de los lugares del municipio donde estén ubicados los mencionados establecimientos, pues puede darse un trato distinto al establecimiento que se encuentre, por ejemplo, frente a un hospital o a un colegio o en una zona residencial y aquel que esté ubicado en la zona donde se encuentran gran cantidad de sitios similares a los de su especie; mucho más si se tiene en cuenta el respeto que reclaman los intereses de grupo y colectivos en el orden local. 

- Las actividades conexas a la venta de bebidas alcohólicas que se presten en el establecimiento, pues es posible que sólo se venda licor para ser consumido fuera del establecimiento o que se expenda la bebida alcohólica para su consumo en el mismo sitio, lo cual generaría situaciones totalmente diferentes, a las cuales razonablemente se les podría dar tratamientos normativos distintos, pero a partir de su definición general de orden local, que debe estar señalada en diversos reglamentos de policía local.

La concreción propia de la función de policía no solamente se presenta en aquellos eventos en los cuales la autoridad administrativa se limita a la expedición de una licencia y que se contraen a la relación directa entre la administración y el “administrado” o destinatario de la actuación, en atención a la definición de una situación concreta y precisa; además, la función de policía también comporta la adopción reglamentaria de ciertas prescripciones de alcance local sobre un tema en particular dirigidas a un grupo específico de personas, y de los habitantes y residentes de la localidad, bajo la orientación de la Constitución, de la ley y del reglamento superior, de tal manera que la autoridad de policía local pueda actuar ante condiciones específicas, según los términos que componen la noción de orden público policivo y local, dictando normas que regulen aquellas materias con carácter reglamentario y objetivo.  

Ahora bien, la locución “reglamento de policía local”, utilizada en la disposición bajo estudio, no debe ser entendida como propia de una regulación legal de carácter general, abstracto e impersonal, sino como una manifestación normativa de carácter reglamentario en el orden local. El reglamento de policía local comprende la facultad de expedir  normas de carácter concreto y específico, no obstante  su carácter igualmente general pero en todo caso limitado por el ámbito material y objetivo a regular.

En resumen, la función de policía también comprende la facultad de expedir actos normativos  reglamentarios que fijen normas de conducta en el orden local y que se expresen como actuaciones administrativas de naturaleza restringida, con un ámbito de normación  mínimo que parte de la relación de validez formal y material  que debe existir entre la Constitución, la ley y los reglamentos superiores de policía; […]”
 (negrillas, subrayas y cursivas de la Sala para resaltar)
Sobre este mismo particular, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, en concepto con radicación núm. 1999
, de 20 de mayo de 2010, precisó que “… los “reglamentos de policía administrativa” …, los cuales constituyen uno de los medios de policía que el legislador pone ordinariamente a disposición de las autoridades administrativas para el control del orden público (ante la imposibilidad de prever todas las circunstancias fácticas que se deben enfrentar en un momento dado), …  no son asimilables ni tienen el alcance del poder de policía que detenta el legislador para restringir y limitar las libertades públicas”, y que “son reglamentos subordinados a la ley, nunca autónomos ni sustitutivos de ella y que tienen por objeto atender necesidades particulares que pueden afectar en un momento dado la situación de orden público en ámbitos específicos de la salubridad, la tranquilidad o la seguridad pública”. 
En este orden de ideas, es claro que el Alcalde Municipal, como primera autoridad de policía en el municipio y responsable en él de la conservación del orden público, es titular de la función de policía, la cual comprende también la facultad de expedir actos normativos reglamentarios que fijen normas de conducta en el orden local, entre éstos, reglamentos de policía local
 en los que puede señalar zonas y fijar horarios para el funcionamiento de establecimientos donde se expendan bebidas alcohólicas.
Ahora bien, en cuanto al contenido y alcance de esta competencia normativamente radicada en cabeza del alcalde municipal surgen en este proceso interpretaciones diferentes. 
En efecto, mientras para el Tribunal la citada atribución hace relación a la expedición de reglamentos de policía local para la fijación de los horarios de funcionamiento de los establecimientos en donde se expendan bebidas alcohólicas, pero no para la extensión o reducción de éstos, para el apelante la competencia asignada al mandatario local en esta materia comprende además de esa fijación de horarios, la ampliación y la reducción de los mismos, en cuanto que, en su parecer, estos conceptos se encuentran inmersos en el primero.
El a quo, debe recordarse, hizo tal precisión en el fallo apelado cuando afirmó que “… de conformidad con el contenido del acto acusado, esto es, del Decreto 1306 de 2007, encuentra la Sala que la delegación hecha por el mandatario local en el artículo 3° no resulta contraria a ninguna disposición constitucional ni legal, como quiera que lo delegado en el Secretario de Gobierno Municipal no fue la facultad de fijar los horarios de funcionamiento de los establecimientos públicos, ya que está (sic) al ser una atribución propia del alcalde fue precisamente desarrollada por él en el artículo 2º del precitado Decreto, observándose que lo delegado fue la posibilidad de ampliar o reducir esos horarios en observancia a los parámetros también fijados por el mandatario”
. 
La Sala es del criterio que el término “fijar” horarios se subsumen los conceptos de “ampliar o extender” como los de “reducir o limitar”, pues es claro que cuando se amplía o se reduce un horario, en últimas, se está fijando el mismo. Además, para concluir que extender o reducir son conceptos inherentes a la palabra fijar basta con tener en cuenta que una de las acepciones de ésta en el Diccionario de la Real Academia Española de la Lengua, es la de “4. Tr. Determinar, limitar, precisar, designar de un modo cierto”.
Con tal alcance, entonces, deberá entenderse la competencia que la ley le asigna al alcalde municipal en esta materia.
3.3  Violación de la prohibición legal de delegar la facultad de expedir reglamentos generales. 
En el contexto anterior, con miras a resolver la acusación formulada en la demanda, resulta pertinente averiguar si la competencia del alcalde municipal relativa a la expedición de reglamentos de policía local en los que puede fijar (ampliar o reducir) horarios para el funcionamiento de establecimientos donde se expendan bebidas alcohólicas, es una competencia objeto o no de delegación por parte de dicha autoridad.
Es necesario recordar que la delegación es una medida en virtud de la cual, el titular de una competencia o función administrativa, previamente autorizado por el legislador, decide radicarla temporal y discrecionalmente en cabeza de otra autoridad usualmente subordinada, debiendo quedar en claro que las competencias o funciones susceptibles de delegación, son solo aquellas de las cuales es titular la autoridad delegante. 
Los fundamentos jurídicos de la delegación se encuentran definidos, en primer término, en el artículo 209 de la Constitución, en donde se dispone que la función administrativa se cumple en el Estado colombiano con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, “mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones”. 
El artículo 211 de la Constitución Política, por su parte, al referirse en concreto a la figura de la delegación, establece que “La ley señalará las funciones que el Presidente de la República podrá delegar en los ministros, directores de departamentos administrativos, representantes legales de entidades descentralizadas, superintendentes, gobernadores, alcaldes y agencias del Estado que la misma ley determine. Igualmente fijará las condiciones para que las autoridades administrativas puedan delegar en sus subalternos o en otras autoridades.” 
Como bien se puede apreciar, el precepto trascrito se refiere, por una parte, a la posibilidad de que el Presidente de la República delegue en los ministros, directores de departamentos administrativos, representantes legales de entidades descentralizadas, superintendentes, gobernadores, alcaldes y agencias del Estado las funciones que la misma ley determine, y, por la otra, a la delegación de funciones dispuesta por otras autoridades.
La Ley 136 de 1994 “Por la cual se dictan normas tendientes a modernizar la organización y el funcionamiento de los municipios” se refirió a la delegación de funciones de los alcaldes municipales en su artículo 92, señalando las funciones precisas que el alcalde podrá delegar en los secretarios de despacho y en los jefes de los departamentos administrativos, entre las cuales no se encuentra la relativa a expedir actos normativos reglamentarios que fijen normas de conducta en el orden local, de tal suerte que dicha competencia, bajo este régimen jurídico, no sería objeto de delegación.
Ahora bien, con posterioridad, en desarrollo de la precitada normatividad constitucional (artículos 209 y 211), la Ley 489 de 1998, “Por la cual se dictan normas sobre la organización y funcionamiento de las entidades del orden nacional, se expiden las disposiciones, principios y reglas generales para el ejercicio de las atribuciones previstas en los numerales 15 y 16 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones”, reguló el instituto jurídico de la delegación, previendo, en su artículo 9º que “[l]as autoridades administrativas, en virtud de lo dispuesto en la Constitución Política y de conformidad con la presente ley, podrán mediante acto de delegación, transferir el ejercicio de funciones a sus colaboradores o a otras autoridades, con funciones afines o complementarias”; que la delegación recaerá “… en los empleados públicos de los niveles directivo y asesor vinculados al organismo correspondiente, con el propósito de dar desarrollo a los principios de la función administrativa enunciados en el artículo 209 de la Constitución Política y en la presente ley”; y que “[l]os representantes legales de las entidades descentralizadas podrán delegar funciones a ellas asignadas, de conformidad con los criterios establecidos en la presente ley …”.
A la luz de este ordenamiento jurídico, los alcaldes, como representantes legales de los municipios [entidades descentralizadas territorialmente] se encuentran habilitados para delegar sus funciones, de conformidad con los criterios establecidos en la ley. Entre tales criterios se encuentra el de las funciones que no son objeto de delegación, establecidas en el artículo 11 de la Ley 489 de 1998, norma ésta que precisamente se aduce como violada en este asunto.
De acuerdo con esta última disposición, “[s]in perjuicio de lo que sobre el particular establezcan otras disposiciones, no podrán transferirse mediante delegación: “1. La expedición de reglamentos de carácter general, salvo en los casos expresamente autorizados por la ley.  // 2. Las funciones, atribuciones y potestades recibidas en virtud de delegación. // 3. Las funciones que por su naturaleza o por mandato constitucional o legal no son susceptibles de delegación.”
El reglamento, según lo ha reconocido la jurisprudencia nacional
 hace relación al conjunto normativo generador o regulador de situaciones jurídicas generales, impersonales o abstractas, proferido por la Administración Pública o por los distintos organismos del Estado o del Poder Público, que no ostentan la potestad legislativa. 
El reglamento es en nuestro ordenamiento un acto administrativo general normativo
, esto es, un acto que contiene disposiciones jurídicas generales o abstractas.  Sus supuestos normativos o efectos jurídicos son hipotéticos o abstractos, lo cual viene a ser su característica sustancial, debido a que las consecuencias o previsiones normativas que contemplan no están referidos a nadie individualmente identificado, sino que les son aplicables indistintamente a cualquier persona o cosa que llegare a encontrarse dentro de los supuestos descritos en el mismo.
En este escenario, es claro para la Sala la violación en este caso del artículo 11 numeral 1 de la Ley 489 de 1998, por cuanto que a través del artículo 3º del Decreto municipal 1306 de 2007 el Alcalde municipal de Medellín delega, sin estar autorizado por la ley, la función consistente en expedir reglamentos de policía local para fijar (ampliar o reducir) los horarios para el funcionamiento de los  establecimientos donde se expendan bebidas alcohólicas. Estos actos administrativos, ciertamente, a pesar de su ámbito estrictamente local y de su materia concreta (policiva), son verdaderos reglamentos de carácter general, esto es, actos normativos reglamentarios y objetivos  que crean, modifican o extinguen una situación jurídica objetiva, abstracta o impersonal, no relacionada directa e inmediatamente con alguna persona o cosa determinada. 
En efecto, es claro que los actos objeto de este proceso, el Decreto municipal 1306 de 2007, expedido por el Alcalde Municipal de Medellín, y la Resolución 090 de 2009, proferida por el Secretario de Gobierno de Medellín, son actos administrativos de carácter general, en cuanto que las previsiones normativas que contemplan no están referidas a nadie individualmente identificado, sino que les son aplicables indistintamente a cualquier persona que se encuentre o se llegare a encontrar dentro de los supuestos descritos en los mismos. Es así como el decreto municipal acusado prevé en forma general los horarios de funcionamiento de los establecimientos abiertos al público donde se expenden bebidas alcohólicas, sin identificarlos nominalmente, de tal suerte que sus previsiones son aplicables a cualquiera de tales establecimientos ubicados en jurisdicción del municipio de Medellín . 
Igualmente, en tratándose de la Resolución 090 de 2009
, es claro que se trata de un acto de carácter general, de modo tal que la reducción del horario de funcionamiento que allí se dispuso será aplicable en general a los establecimientos de comercio abiertos al público que existan o que lleguen a existir en las zonas del municipio de Medellín previstos en la resolución.

Así las cosas, en consideración a que se encuentra acreditado el cargo de violación de la ley, deberá declarase la nulidad del artículo 3º del Decreto municipal demandado. 
Igualmente, bajo las consideraciones precedentes, se tiene por debidamente probado el cargo de falta de competencia propuesto en la demanda contra la Resolución 090 de 27 de febrero de 2009, pues este acto, en efecto, fue dictado por una autoridad que carecía de competencia para ello, como lo es el Secretario de Gobierno Municipal, a quien la ley no lo facultó para expedir reglamentos de policía local, no siendo procedente, por lo explicado previamente, la delegación de esta competencia por parte del Alcalde Municipal de Medellín.
La prosperidad de los cargos examinados releva a la Sala de los demás motivos de reproche alegados por la parte actora contra la Resolución 090 de 2009.

4. Conclusión
Por lo anterior, la Sala revocará la sentencia apelada para, en su lugar, decretar la nulidad del artículo 3° del Decreto núm. 1306 de 14 de agosto de 2007, expedido por el Alcalde de Medellín, y de la Resolución núm. 090 de 27 de febrero de 2009, expedida por el Secretario de Gobierno del Municipio de Medellín.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA:
REVÓCASE la sentencia apelada y, en su lugar, DECLÁRASE LA NULIDAD del artículo 3° del Decreto núm. 1306 de 14 de agosto de 2007 “Mediante el cual se establecen los horarios de funcionamiento de los establecimientos de comercio y se regula el procedimiento para la autorización de la extensión o reducción de horarios para los mismos”, expedido por el Alcalde de Medellín, y de la Resolución núm. 090 de 27 de febrero de 2009 “Por medio de la cual se toman algunas disposiciones referentes a la reducción de horario de funcionamiento de los establecimientos abiertos al público que se describen en el artículo 1 del Decreto 1306 de 2007”, expedida por el Secretario de Gobierno del Municipio de Medellín.
Cópiese, notifíquese, publíquese y cúmplase.
La anterior providencia fue leída, discutida y aprobada por la Sala en su sesión del 30 de agosto de 2012.
MARIA ELIZABETH GARCIA GONZALEZ                      MARIA CLAUDIA ROJAS LASSO

                               Presidenta
MARCO ANTONIO VELILLA MORENO
Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado. 
� Demanda radicada ante el Tribunal Administrativo de Antioquia el día 20 de marzo de 2009.


� Folio 2 del cuaderno de la primera instancia. 


� Cita al respecto la sentencia del Consejo de Estado, Sección Primera, de 13 de abril de 2000, proferida en el Expediente núm. 5880, con ponencia del Consejero de Estado Dr. Juan Alberto Polo Figueroa.


� Se cita en este aparte la sentencia de 10 de febrero de 2000, de la Sección Primera de esta Corporación, con ponencia del Consejero de Estado Dr. Manuel S. Urueta Ayola (Expediente núm. 5434).


� La atribución contenida en este literal c) fue declarada exequible por la Corte Constitucional en la sentencia C-117 de 2006.


� “Artículo 9º.- Cuando las disposiciones de las asambleas departamentales (y de los Concejos) sobre policía necesiten alguna precisión para aplicarlas, los gobernadores y alcaldes podrán dictar reglamentos con ese solo fin. // Por tanto no podrán expedir normas de conducta no contenidas en las ordenanzas o en los acuerdos”. (Nota: la expresión "y de los Concejos" fue declarada inexequible por la Corte Suprema de Justicia mediante sentencia del 27 de enero de 1977).


� Magistrado Ponente Doctor Julio Cesar Ortiz Gutiérrez.


� Corte Suprema de Justicia. Sala Plena. Sentencia de abril 21 de 1982. M.P: Dr. Manuel Gaona Cruz.


� Corte Constitucional. Sentencia No. C-024/94. M.P.: Dr. Alejandro Martínez Caballero.


�Ibídem.


� Las citadas consideraciones también fueron acogidas por la Corte Constitucional en la sentencia C-825 de 2004 (M.P. Dr. Rodrigo Uprimny Yepes), en la cual se declaró la exequibilidad de la expresión “restringir o prohibir el expendio y consumo de bebidas embriagantes” correspondiente al literal c) del numeral 2 del literal B del artículo 91 de la Ley 136 de 1994 “Por medio de la cual se dictan normas tendientes a modernizar la organización y el funcionamiento de los municipios”, la cual fue demandada con base en el argumento de que se trata de una atribución que desborda la función de policía y se convierte en una atribución de competencias al alcalde que en realidad son propias del legislador, como titular general del poder de policía, o al menos de los órganos locales de representación plural, como son los concejos municipales y distritales. Igualmente, se reitera este criterio jurisprudencial en la sentencia C-117 de 2006, en la que se declaró exequible la expresión “así como señalar zonas para los establecimientos fabriles y para el expendio de ciertos comestibles”, contenida en el artículo 113 del Decreto 1355 de 1970. 


� Consejero Ponente Doctor William Zambrano Cetina.


� Conforme al artículo 339 A de la Ordenanza 018 de 2002 de la Asamblea Departamental de Antioquia, (norma adicionada a dicho acto departamental a través del artículo 1º de la Ordenanza 23 de 2003 de la misma Corporación Pública), “Los Alcaldes Municipales en ejercicio de la función de policía, deberán adoptar los reglamentos locales de policía, que les permita el cumplimiento de su misión Constitucional y Legal, en especial lo relacionado con la conservación y preservación del orden público entendido este en sus facetas de seguridad, tranquilidad, salubridad, moralidad, ornato, espacio público y medio ambiente”. (Fls. 89 y 90 del cuaderno principal).


� Con este argumento, según advierte la Sala, el Tribunal no solo estima que el concepto de fijar es diferente al de ampliar o reducir, sino que considera que el primero corresponde al ejercicio de una función “propia” del alcalde municipal, y que por ello fue desarrollada directamente por él sin acudir a la delegación, dando a entender que los otros conceptos hacen parte de atribuciones que “no son propias” de dicha autoridad y frente a las cuales sí se dispuso delegarlas. Para la Sala esta interpretación a todas luces resulta incoherente, si se tiene en cuenta que las competencias o funciones susceptibles de delegación, cuando la ley la autoriza, son únicamente aquellas de las cuales es titular la autoridad delegante.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 14 de agosto de 2008, expediente núm. 11001-03-26-000-1999-00012-01(16230), Consejero Ponente Dr. Mauricio Fajardo Gómez. Igualmente, Corte Constitucional, sentencias C-447 de 1996 (M.P. Carlos Gaviria Díaz) y C-712 de 2001 (M.P. Jaime Córdoba Triviño).


� En otras legislaciones, como la Española, el Reglamento corresponde a una categoría autónoma diferente al acto administrativo, connotación que solo se reconoce al que contiene o define una situación jurídica subjetiva o concreta, según lo explica el profesor Luis Enrique Berrocal Guerrero, en su Manual de Derecho Administrativo (Quinta Edición, Ediciones El Profesional, Bogotá, 2009, páginas 39 y s.s.). Precisa el citado autor al respecto lo siguiente: “En nuestro ordenamiento jurídico, el criterio material no tiene utilidad como determinante o diferenciador del acto administrativo frente a otros actos jurídicos del Estado, puesto que el legislador admite como acto administrativo tanto el que contiene situaciones jurídicas particulares o individuales como el que se refiere a situaciones generales con carácter tanto normativo como no normativo, según se observa por ejemplo en los artículos 43 y 49 del C.C.A., en tanto en su orden disponen que los actos administrativos de carácter general no serán obligatorios para los particulares mientras no hayan sido publicados, y que contra ellos no habrá recurso en vía gubernativa, disposiciones que se refieren incluso a los reglamentos administrativos de cualquier orden o jerarquía. // En consonancia con ello, la jurisprudencia del Consejo de Estado se ha apartado de dicho criterio, para acoger como acto administrativo tanto los de efectos particulares como los de efectos generales. // Si se pretendiera aplicarlo en Colombia, quedarían por fuera del concepto de acto administrativo los de efectos generales con contenido normativo, que en el derecho colombiano se les reconocen como administrativos, cuales son los actos reglamentarios de todo nivel y todo ámbito, esto es, con efectos internos o externos a la entidad que lo expida. // En los países donde impera el criterio material se soluciona este inconveniente mediante el uso de la figura del reglamento, como un concepto autónomo y por tanto distinto del acto administrativo, según se explica en el capítulo siguiente en el acápite de las escuelas en la definición del acto administrativo”. Se refiere el autor, en particular, a la escuela Hispanoamericana y Española (BERROCAL GUERRERO, Luis Enrique, Op. Cit. Pág. 75).





� El carácter general de la resolución demandada se reconoce además a partir del artículo 2º del Decreto municipal núm. 1306 de 2007, en cuanto dispone que la “reducción” de horarios consiste en la fijación de un horario de funcionamiento por debajo de las reglas generales estatuidas en el artículo primero del citado acto. En tal sentido, a través de la resolución se hace una modificación de una norma general, comportando, por ende, ese mismo carácter la reforma por ella introducida.
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